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			Introducción

			

			La cárcel, según Wacquant (2010), produce el efecto de aunar iniquidad e identidad, dominación y significación. En su estudio sobre el gobierno neoliberal de la inseguridad social, el autor señala la hiperinflacción de los índices de encarcelamiento en Estados Unidos entre los años 1975 y 2000: un crecimiento de 509 % en valores absolutos y de cinco veces en valores relativos1, tras aproximadamente veinte años de estabilidad en dichos indicadores. Afirma Wacquant (2010) tratarse de un incremento a una velocidad vertiginosa y sin precedentes en la historia de las sociedades democráticas, y que, además, este fenómeno se extendió por los países de Europa occidental y América Latina que han seguido, de manera más o menos servil, el proyecto político de revitalización del Estado como policía eficiente, reabastecido de la autoridad pública necesaria para fomentar la desregulación económica, reducir los esquemas de protección social, imponer el trabajo precario y contener la resistencia (aumentando el coste de las estrategias de escape y aplacando la indignación de los ciudadanos que «respetan la ley»).

			La cárcel vuelve a destacarse en el escenario social, como advierte Wacquant (2010), a pesar de que hace aproximadamente cuarenta años diversos especialistas en cuestiones penales no dudasen en predecir su declive, incluso su desaparición. Para el autor, el reemplazo del Estado keynesiano2 y el trabajo remunerado fordista por la flexibilización laboral y un Estado neodarwinista, que fomenta y radicaliza la competencia y alaba la responsabilidad individual sin límites, produjo una inseguridad social que pasó a ser gestionada especialmente por medio de la penalización de la precariedad, dislocando el problema de la inestabilidad social de sus reales fuentes causantes y poniendo en el lugar de la fuente de solidaridad suplantada (que giraba alrededor de la protección social) a la seguridad ciudadana (asentada sobre el miedo al delito).

			De modo que la escalada punitiva y el encarcelamiento masivo son, para Wacquant (2010), el resultado de una reestructuración de la economía del castigo que se dio en el siguiente sentido: además de neutralizar físicamente y almacenar las fracciones excedentes de la clase trabajadora, la cárcel sirve para imponer la disciplina de la mano de obra desocializada entre las fracciones establecidas del proletariado y el estrato inseguro y en decadencia de la clase media, así como contribuye al reforzamiento y materialización de la idea de responsabilidad individual en la medida en que aplica la frontera «entre ciudadanos loables y categorías desviadas, los pobres “merecedores” y los “no merecedores”, los que merecen ser salvados e “insertados” […] en el circuito de la mano de obra inestable y los que deben ser relegados y expulsados para siempre» (p. 20).

			En líneas generales, lo anterior explicaría, acorde con el autor, que el aumento desenfrenado del encarcelamiento en Estados Unidos haya estado sucediendo a pesar de haber sido verificado un descenso en el registro de crímenes a lo largo de más de una década, además de explicar la sobrerrepresentación (respecto de la población general) en las cárceles estadounidenses de las poblaciones provenientes «de las fracciones más marginalizadas de la clase trabajadora y, sobre todo, de las familias subproletarias de color de las ciudades segregadas y arrasadas por la transformación conjunta del trabajo y la protección social» (Wacquant, 2010, p. 114). Y algo cercano a lo observado parece haberse estado configurando también en España, acorde con Sánchez (2014), colaborando a explicar, al menos en alguna medida, lo que sigue: el incremento de la tasa de reclusos de aproximadamente siete veces en valores relativos (1975-2008), a pesar de tratarse de un país de escasa delincuencia y de poca gravedad3; la evolución de las tasas de reclusión por encima de las tasas de delitos (1992-2006); la sobrerrepresentación de trabajadores no cualificados y vinculados a sectores que no destacan por sus buenas condiciones laborales (más bien lo contrario); el incremento de presos extranjeros (1999-2008)4; y la reciente criminalización de las protestas sociales5.

			Este estado de cosas ayuda a justificar la pretensión de este trabajo de analizar el crimen desde la perspectiva de la exclusión social, no porque se considere que todo el espectro de tipologías delictivas puedan ser entendidas dentro de este esquema (y posiblemente no lo sea), sino porque no se puede ignorar que gran parte de los individuos amontonados en instituciones de prisiones en el mundo occidental proceden de los sectores marginados de los procesos económicos y socioculturales por razones de regulación de la pobreza a través del sistema penal, a pesar del énfasis que sigue siendo excesivamente puesto en los problemas de conducta de dichos individuos. No se trata de buscar aquí un principio explicativo único para el análisis de la delincuencia, pero sí de intentar trazar un panorama de la opresión desde abajo, desde los que las sufren material y simbólicamente con más intensidad, señalando las consecuencias devastadoras a nivel social y personal, intentando así reflexionar no solo sobre las condiciones de coexistencia de los sujetos, sino especialmente sobre su condición misma de existencia.

			Por esta razón, la esencia de este trabajo no podría quedar mejor definida que hacerlo valiéndose de las ricas y sustanciosas reflexiones de Sawaia (2001) acerca de la dialéctica presente en la pareja inclusión/exclusión social y su relación con la afectividad, concretamente, el sufrimiento. Sus ideas se basan y fomentan el uso de categorías de análisis desestabilizadoras, capaces de traspasar el conocimiento hegemónico con indagaciones con potencial para desbancar «el uso moralizador y normativizador de conceptos científicos que culpabilizan al individuo por su situación social y legitiman relaciones de poder, fundados en el principio de la neutralidad científica» (p. 97-98, traducción propia).

			La afectividad fue un concepto marginado por las ciencias sociales y humanas, categorizado en el rol del patológico y del desorden (Sawaia, 2001). Se le atribuía la cualidad de oscurecer la razón, obstaculizar el aprendizaje y la armonía, poseer naturaleza incontenible y, por todo ello, tratarse de algo despreciable (Sawaia, 2001). Sin embargo, Sawaia (2001) subvierte estos significados, abogando por la potencia imprescindible de la afectividad en las investigaciones e intervenciones científico-sociales de cara a mantener viva la capacidad de indignarse frente a las injusticias sociales. La autora sostiene que «estudiar la exclusión a partir de las emociones de los que la viven significa reflexionar sobre el «cuidado» que el Estado tiene con sus ciudadanos» (Sawaia, 2001, p. 99, traducción propia) una vez que las emociones «son indicadoras del (des)compromiso con el sufrimiento del hombre, sea por parte del aparato estatal, de la sociedad civil o del propio individuo» (ídem).

			Así, Sawaia (2001) —inspirada en el pensamiento de Baruch Spinoza, Agnes Heller, Lev Vygotsky y Étienne de La Boétie sobre los afectos y cómo se entretejen lo psicológico a lo social y lo político, convirtiéndose los unos en los otros y todos ellos en fenómenos éticos y del orden del valor— profundiza y expande el concepto de «sufrimiento ético-político» como categoría fundamental al enfoque epistemológico y ontológico que debe de orientar los análisis de la desigualdad, la exclusión social y la servidumbre. Dicho concepto representa las múltiples afecciones del cuerpo y del alma que mutilan la vida a consecuencia de la experiencia cotidiana del suplicio que adviene de la situación social de estar sometido a la subalternidad, el ser imprescindible y la insignificancia, de la negación socialmente impuesta en cada momento histórico sobre las posibilidades de la mayoría de apropiarse de la producción cultural, material y social de su época (Sawaia, 2001). Es un sufrimiento que se expresa en el plano del sujeto, pero que tiene sus raíces en la cohesión y legitimidad social, de modo que sería imposible comprenderlo adecuadamente si se prescindiera de la conciencia de la operatividad de una lógica social excluyente (Sawaia, 2001). Lo opuesto al sufrimiento ético-político no es la felicidad narcisista perseguida en la contemporaneidad sino una felicidad también de tipo ético-político: aquella instrumentaliza los cuerpos y los afectos para agotarse en sí misma mientras que esta no sacrifica lo justo en pro del eficaz, no ve un peligro mortal en la multiplicidad humana sino potencia emancipadora colectiva (Sawaia, 2001).

			[…] conocer el sufrimiento ético-político significa analizar las formas sutiles de expoliación humana que existen por detrás de la apariencia de integración social, y, por lo tanto, comprender la exclusión y la inclusión como las dos caras del moderno rostro bifronte de los viejos y dramáticos problemas —la desigualdad social, la injusticia y la explotación (Sawaia, 2001, p. 106, traducción propia).

			Para escudriñar la dialéctica de la exclusión y la inclusión social, Sawaia (2001) se remonta a Foucault —que insiere la exclusión en la lucha por el poder, argumentando que la inclusión social es un proceso de disciplinar de los excluidos—, como se remonta a la concepción marxista sobre el papel fundamental de la miseria y la servidumbre en la supervivencia del sistema capitalista, pasando por la «inclusión degradante» de Martins (1997), que pone de manifiesto que la lógica constitutiva de la sociedad capitalista consiste en desarraigar y excluir para incluir de otro modo, según sus propias reglas selectivas, precarizadoras, opresoras y alienantes respecto a la gran mayoría de los sujetos. Remarca así el carácter no esencialista del concepto de exclusión social, defendiendo que se trata de un concepto-movimiento, que se define en procesos dinámicos de diálogo razonado con la inclusión social, pero no porque se contraponen, sino porque flirtean entre sí y se nutren mutuamente en la lógica de las sociedades capitalistas. Llama así la atención a los procesos de inclusión social por exclusión de derechos humanos, que a darse con o sin resistencia en los sujetos, solo pueden ser adecuadamente comprendidos por medio del análisis de los afectos que dicha experiencia produce en términos de pérdida de potencia de acción y sufrimiento, incluso cuando el individuo afirma no desear salir de la condición de exclusión social, una vez que dicha revelación puede ser interpretada como una ruptura psicológica y social con la inclusión, el abandono del derecho de adueñarse de la propia libertad, la cristalización de una identidad negativa, o quizás aun como una autorrepresión derivada de la interiorización profunda de la servidumbre y la miseria (Sawaia, 2001).

			Tras años de investigaciones empíricas en colectivos de personas sin hogar, Sawaia (2001) afirma estar convencida de que el sufrimiento presente en sus discursos se debe muchísimo más al descrédito social que padecen que al hambre que les atormenta: «El clamor angustioso del ‘quiero ser persona’ atraviesa el subtexto de todos los discursos. Y no se trata simplemente del deseo de sentirse igual a los demás, sino de diferenciarse y ser reconocido» (Sawaia, 2001, p. 115, traducción propia). La potencia de acción es lo que permite a los sujetos realizar sus necesidades de expansión (capacidades, ideas, deseos), lo que les permite fundarse autónoma y dignamente, construir narrativas vitales capaces de dejar huellas en el mundo. La potencia de acción nace de la afectividad y conduce al encuentro consensuado con el otro, de entendimiento y solidaridad, teniendo en cuenta que —siguiendo la visión spinozana— los individuos no se realizan en soledad, sino en unión con otros individuos, ampliando conjuntamente sus campos de acción (Sawaia, 2001). La potencia de acción crea espacios de representación democrática de las necesidades humanas, en que «la identidad deja de ser el destino y conciencia ‘en sí’, para volverse conciencia ‘para sí’ y para el otro» (Sawaia, 2001, p.126, traducción propia). La potencia de acción tiene la capacidad de liberar los «egos esclavizados por la tiranía del narcisismo y la intimidad» (Sawaia, 2001, p.116, traducción propia) y combatir la perversa dialéctica de la exclusión/inclusión social.

			Las reflexiones de Sawaia aquí reproducidas perfilan y llenan de sentido al enfoque político que marcará los análisis sobre la delincuencia presentes en este trabajo, que se llevará a cabo comparando grupos de sujetos presos con sujetos en situación de riesgo social y sujetos no pertenecientes a ninguna de las dos categorías, todo ello conducido bajo una perspectiva psicosociológica y criminológica y circunscritos al examen de una contemporaneidad definida cultural, política y económicamente por una lógica capitalista neoliberal y clasificada como posmoderna por los teóricos sociales críticos hacia el proyecto de la modernidad, básicamente por las consecuencias de su reducción a la tiranía del criterio de eficacia (Domínguez Bilbao, 1996). Por muy heterogéneas que sean las reflexiones sobre la posmodernidad, lo cierto es que parece existir entre ellas una idea común, la idea de que el proyecto moderno, cuyo resultado es la sociedad global contemporánea, ha fracasado porque el binomio que define la esencia de la modernidad —es decir, capitalismo y racionalización6— no ha solucionado los problemas sociales, más bien lo contrario (Domínguez Bilbao, 1996).

			La noción de posmodernidad con la que se va a trabajar en esta obra no tiene que ver con una ruptura hacia la modernidad, sino que se refiere a la radicalización del proyecto moderno en la medida en que la racionalización se puso enteramente al servicio del capitalismo haciendo posible que este alcanzara un nivel mucho más elevado y profundo de extracción de riqueza y expropiación de los sujetos. Pese a existir o no la posibilidad de pensar una racionalidad desvinculada de las aspiraciones del capitalismo (que podría ser uno de los puntos de divergencia entre los autores posmodernos críticos y los críticos de la modernidad), lo cierto es que el proyecto que se puso en marcha en la modernidad y que se ha visto radicalizado en la posmodernidad consiste en algo fracasado por no haber conseguido producir una efectiva liberación de los sujetos. Esta es la idea que se tomará como hilo conductor de las reflexiones y análisis realizados en este trabajo.7

			De la mano de Sawaia se va a interpretar este fracaso en términos del sufrimiento ético-político infligido y del debilitamiento de la potencia de acción que ha impuesto el proyecto moderno sobre los individuos, pese al aparente bienestar que ha generado. Se va a hacer eso a través de un estudio empírico que va a investigar variables tales como satisfacción vital, sentido de comunidad, autoeficacia, participación social, empoderamiento, bienestar social, eventos vitales estresantes, anomia y fatalismo, comparando tres distintos grupos de sujetos. Y dentro de esta perspectiva se va a pensar el crimen como una evidencia de la manifestación de dicho sufrimiento y debilitamiento.

			Las sociedades industriales avanzadas, para Marcuse (1993), valiéndose de las ideas e ideales de libertad y bienestar, han producido necesidades humanas sobre la base de un desarrollo represivo de los individuos. En tales sociedades se mezclan necesidades verdaderas y falsas, lo que culmina en un espejismo de felicidad, satisfacción y libertad de elección que en realidad no es más que una euforia dentro de la infelicidad (Marcuse, 1993). «La mayor parte de las necesidades predominantes de descansar, divertirse, comportarse y consumir de acuerdo con los anuncios, de amar y odiar lo que otros odian y aman, pertenece a esta categoría de falsas necesidades» (Marcuse, 1993, p. 35). El desarrollo represivo tiene que ver, pues, con una cultura de esfuerzo medido por el éxito, la competición, la acometividad, además de la gestión de la miseria y la proliferación de la injusticia (Marcuse, 1993). Se considera que lo dicho se exacerba en la posmodernidad.

			La sociedad disciplinaria de las fábricas ha dado paso a la sociedad del control de las empresas: no que esta sustituya a aquella, sino que reescalona sus prioridades soberanas, generando una nueva dinámica de utilidad y docilidad de los cuerpos, donde la productividad pasa a ser la forma de acceso y realización de la riqueza (Passetti, 1999). En la sociedad disciplinaria, el individuo operaba como una pieza más del engranaje de las máquinas, que eran las generadoras de la riqueza; en la sociedad del control, el individuo tiene la función de aportar su proactividad, creatividad, dar su colaboración, formar parte del equipo, involucrarse activamente en el proceso de producción de la riqueza (Passetti, 1999). El resultado de todo ello se va a interpretar, siguiendo a Marcuse (1993), como siendo el bloqueo del despliegue de las capacidades de los sujetos, propias y colectivas. En este sentido, el espejismo de felicidad, bienestar, satisfacción y libertad de elección cumpliría la función de contener las resistencias. Sucede que:

			La libre elección de amos no suprime ni a los amos ni a los esclavos. Escoger libremente entre una amplia variedad de bienes y servicios no significa libertad si estos bienes y servicios sostienen controles sociales sobre una vida de esfuerzo y de temor, esto es, si sostienen la alienación. Y la reproducción espontánea, por los individuos, de necesidades superimpuestas no establece la autonomía; solo prueba la eficacia de los controles. (Marcuse, 1993, p. 38)

			Lo anterior fundamenta la elección de la teoría de la anomia de Merton (1938, 1967, 1968) como cemento criminológico para el camino que se va a recorrer en este trabajo. La anomia es uno de los componentes de la alienación, y ambos conceptos —de origen sociológico— tratan de la integración negativa de los individuos a su medio ambiente social (Muratori, Delfino y Zubieta, 2013). Según Durkheim (1976), se manifiesta la anomia cuando entre los individuos sucede el deterioro o ruptura de sus vínculos sociales a raíz de tener sus necesidades y deseos fuertemente limitados y regulados. La teoría criminológica de la anomia (Merton, 1938, 1967, 1968) examina cómo la propia estructura social genera los elementos y la coyuntura en que la infracción de los códigos sociales, si bien no deseada, se establece como una actitud esperada. Su hipótesis nuclear es que la conducta anómala, desde una óptica sociológica, puede ser contemplada como un signo de la disgregación entre las aspiraciones culturalmente prescritas y las vías institucionalmente fijadas para lograrlas que ocurre en contextos en que se da una importancia excepcionalmente grande a aquellas sin una consideración proporcional y ecuánime de estas (Merton, 1938, 1967, 1968), contextos, por cierto, muy típica y ampliamente encontrados en la posmodernidad. La acción de este proceso, es decir, la crónica discrepancia entre las promesas culturales y las realidades estructurales, desata una tendencia o presión hacia la anomia, fenómeno que se entiende estar caracterizado por sentimientos de desengaño y fracaso frente a la conciencia de la no representatividad equitativa de las normas institucionales, que resulta en el socavamiento del apoyo social a las mismas e incluso la promoción de su violación, en tanto que la adaptación de algunos grupos sociales a una condición ambiental frustrante termina irremediablemente sucediendo de manera desviada dado el bloqueo estructural al que están sometidos (Merton, 1938, 1967, 1968).

			La teoría de la anomia y los análisis de la posmodernidad confluyen en la existencia de un sufrimiento ético-político, que para ser debidamente comprendido requiere que se indague en el bienestar social y la satisfacción vital. En efecto, la definición de Keyes (1998) del bienestar social como siendo el producto de una evaluación positiva que los sujetos realizan sobre las circunstancias de sus vidas y la mecánica de la sociedad a la que pertenecen, parece situar a este concepto concretamente en una posición antagónica a la anomia (Muratori, Delfino y Zubieta, 2013). Hay estudios empíricos que identificaron una significativa correlación negativa entre el bienestar social y la anomia, y correlaciones positivas entre importantes dimensiones del bienestar social y la satisfacción vital (Blanco y Díaz, 2005; Muratori, Delfino y Zubieta, 2013). El bienestar social y la satisfacción con la vida constituyen respectivamente las dimensiones, objetiva y subjetiva, de la calidad de vida (Moyano y Alvarado, 2007), cuya corrosión o negación guardan, como visto, fuerte relación con la anomia.

			El concepto de satisfacción vital se refiere a un balance personal sobre las expectativas y logros individuales (Diener, Emmons, Larsen y Griffin, 1985); se trataría de un estado psicológico, de cariz cognitivo, resultante del intercambio y la negociación entre el individuo y su contexto micro y macrosocial con vistas a la realización personal (García-Viniegras y Gonzalo-Benítez, 2000; Morales y Sánchez-López, 2001). En el ámbito de los debates criminológicos y político-criminales, Nikolic-Ristanovic (2014) hace una llamada de atención a la comunidad científica para la necesidad del desarrollo de más estudios destinados a investigar la correlación del delito con la satisfacción vital. La autora considera esta variable como el principal factor de prevención hacia el crimen y advierte que es primordial verificar si personas felices cometen delitos, o si, en cambio, las personas que cometen crimen lo hacen con el propósito de alcanzar felicidad8. Menciona un estudio realizado con adolescentes en Estados Unidos que demostró que a mayor satisfacción vital menor la probabilidad de implicación en la práctica de crímenes (McCarthy y Casey, 2011), además de informar sobre el paradigmático caso de Bután, único país en el mundo que mide la satisfacción vital de sus ciudadanos con regularidad y fines concretos de elaboración de políticas públicas: la gran mayoría de los butaneses informa estar satisfecha con sus vidas (más de un 40 % informa incluso estar muy satisfecha) y, a la vez, el país exhibe índices de criminalidad extremadamente bajos.

			Besnard (1998), analizando en profundidad la teoría durkheimiana de la regulación, encuentra correspondencia entre anomia y fatalismo: en ambos fenómenos sucedería una gran dificultad o ausencia de interiorización de las normas sociales, que se explicaría por la debilidad de las mismas en el caso de la anomia y su ilegitimidad en el caso del fatalismo. El autor considera que el fatalismo en la teoría de la regulación estaría íntimamente relacionado con la «anomia regresiva», concepto durkheimiano que expresa que el carácter intolerable de la norma se debe a su inadaptación a las condiciones vigentes, como sería el caso de los individuos que experimentan una especie de «autorrepresión creciente» a raíz de una experiencia de pérdida de estatus. Más que eso, piensa el autor que quizás dicha modalidad de anomia sería la expresión misma del fatalismo, que según Brezina (2000) contribuye para la delincuencia, ya que esta, según evidencias empíricas, posibilita el alivio de la experiencia del fatalismo.

			Para Blanco y Díaz (2007), el fatalismo consistiría en un esquema cognitivo definido por la resignación hacia un destino considerado inexorable. Sea de tipo colectivista (actitud sumisa y conformada frente a un orden normativo rígido) o de tipo individualista (estrategia de adaptación frente a un orden social plagado de riesgos e incertidumbres o a consecuencia del aislamiento social por la pérdida de sentido de comunidad), lo cierto es que dicho fenómeno psicosocial desemboca en la pérdida de protagonismo y autonomía de los sujetos de cara a decidir y cambiar el rumbo de sus vidas, lo que, siguiendo a Sawaia (2001), podría interpretarse como la expresión real de la pérdida de potencia de acción.

			Efectos totalmente opuestos a ello produce la participación social, que ejerce de catalizador del cambio social (Maya-Jariego, 2004) y estaría mediada por el sentido de comunidad (Sánchez-Vidal, 2009), definido como un sentimiento de pertenencia a una colectividad mayor, de ser parte significativa de una red preconstituida de apoyo mutuo (Sarason, 1974), un sentimiento de que las necesidades de los miembros podrán ser atendidas porque predomina un fuerte sentido de cooperación en el grupo (MacMillan y Chavis, 1986).

			También el empoderamiento tiene incidencia en el cambio social y consiste en un mecanismo o proceso por medio del cual individuos y comunidades adquieren control sobre sus asuntos, sobre sus cuestiones vitales (Rappaport, 1987). Es un concepto que evoca tanto la autodeterminación de los sujetos de cara a crear su propia suerte como la participación democrática en la vida de la comunidad; en otras palabras, evoca un sentido de control personal con influencia social, poder político y lucha por derechos (Rappaport, 1987). Posee naturaleza integradora y generadora de puentes, uniendo personas en pro de la superación de las circunstancias y condiciones de opresión y marginalización (Maton, 2008). Se vincula estrechamente con el sentido de comunidad, la participación social y la autoeficacia (Maton, 2008), una vez que el empoderamiento tiene carácter relacional (establece y se establece en ambientes de sólidas redes interpersonales e intergrupales), produce impactos externos de mejoramiento comunitario y cambios políticos, e impactos internos asociados a la identificación de destrezas y fortaleza para afrontar con éxito situaciones aflictivas (sentido o expectativa de eficacia personal; Bandura, 1977). A su vez, el concepto de autoeficacia, además de verse reflejado en los impactos internos del empoderamiento, está íntimamente conectado al de agencia personal (Galindo y Ardila, 2012; Pick et al., 2007), que conforme Sen (2001) se refiere al potencial de expansión de las capacidades humanas, lo que permite la superación de la pobreza (entendida en términos de bloqueo de las capacidades o potencialidades individuales o grupales), la superación de la privación de la vida que las personas realmente pueden llevar y la superación de privación de las libertades que ellas efectivamente tienen; agencia tiene que ver con autonomía, con el grado de libertad que cada sujeto dispone para desarrollar y lograr los objetivos y valores que considera importante como ente responsable por su bienestar (Sen, 1985); agencia indica «la capacidad de predicción y control que la persona tiene sobre las elecciones, decisiones y acciones de las cuales es responsable» (Pick et al., 2007, p. 296); «la agencia es un proceso interno que se define como empoderamiento cuando empieza a impactar al contexto» (Pick et al., 2007, p. 299).

			Lo anterior justifica la elección de las variables que van a componer los análisis de este trabajo: anomia, fatalismo, bienestar social, satisfacción vital, participación social, sentido de comunidad, eventos vitales estresantes, autoeficacia y empoderamiento. La idea es constatar empíricamente las disyunciones y disrupciones que determinados procesos macrosociales están produciendo en la esfera meso y microsocial de las interacciones humanas. En este sentido, observar el crimen bajo la perspectiva de las referidas variables lejos de armar la etiología de dicho fenómeno lo que pretende es denunciar un escenario de perversidad masiva y creciente, que acumula riquezas a expensas de erosionar tejido social, ampliar esquemas «invisibles» de servidumbres y desechar seres humanos. Si por un lado se puede afirmar que el sistema punitivo es selectivo en su labor de definir el delito y el delincuente, de modo a dar cuenta de disciplinar a los seres sobrantes del sistema capitalista (Malaguti-Batista, 2011), por otro lado, y no en sentido opuesto, la delincuencia puede quizás ser interpretada como una vía hacia la constitución de una especie de «comunidad de resistencia». Respecto al primer abordaje, afortunadamente abundan los estudios de tipo político-criminales volcados hacia su demostración; sin embargo, no se puede decir lo mismo sobre el segundo abordaje. Esto es lo que pretende hacer este trabajo, y esta es posiblemente la relevancia de su contribución.

			Finalmente, es importante registrar que el presente trabajo reúne conceptos oriundos de teorías o enfoques teóricos pertenecientes a muy diversas corrientes de pensamiento, pero que evidencian una intersección al poner el foco de sus observaciones en la fuerza de la determinación social de las conciencias e interacciones humanas. El abordaje caleidoscópico utilizado para construir este trabajo no es del orden del acaso, sino que adviene de la necesidad consciente de buscar caminos plurales para acercarse lo más comprensivamente posible a un fenómeno polifacético como lo es el delito, sobre todo cuando se pretende, como es el caso, llamar la atención para su dimensión política, que suele quedarse al margen de la siempre preferida dimensión individual, cuando no es del todo olvidada o negada. Por otra parte, dicho sea de paso, la metodología elegida para el estudio empírico aquí realizado (análisis cuantitativo) no suele ser la utilizada en trabajos académicos que igualmente destacan la dimensión política del crimen; es más, por veces es rechazada, o bien por rechazo mismo al empirismo científico o en pro del uso de la metodología cualitativa, que se considera es la más adecuada para dar voz a los sujetos, especialmente cuando estos sujetos se encuentran en situación de opresión. Sin embargo, dos cosas hay que señalar: primero, que el menoscabo o repudio hacia el uso del método científico, pese a la respetable y admirable carga crítica que conlleva, ha dado cabida a que las corrientes críticas de la Criminología, por ejemplo, hayan sido juzgadas como meramente ideológicas, especulativas o voluntaristas (Serrano-Maíllo, 2009), lo que termina generando problemas de orden práctico cuanto a que sus potentes e importantes contenidos sean absorbidos y tomados en serio por la sociedad en general; segundo, no debe existir jerarquías entre las metodologías de obtención y análisis empírico de datos, puesto que todas y cada una de ellas sirven, a su manera, para palpar la realidad social y escuchar a sus actores, de manera que quizás lo único cierto es que es la postura del investigador lo que va a definir si los sujetos van o no van a tener voz en un estudio social, dependiendo del panorama que tenga o no pretensión de revelar. Y teniendo en cuenta todo ello, se optó por construir este trabajo de modo que pueda servir como un puente hacia el diálogo indispensable entre múltiples tradiciones teóricas y de investigación capaces de integrarse en una zona de interlocución a partir de la cual se pueda materializar la lucha cotidiana y concreta por la destitución de estructuras de poder potencialmente productoras de opresión, que están ampliando enormemente su capacidad de penetrar y destruir en tanto que se están haciendo día tras día increíblemente volátiles y camaleónicas.

			

			
				
					1	Proporción de presos por cada 100 000 habitantes.

				

				
					2	Según Wacquant (2010), el Estado keynesiano tuvo la misión de «contrarrestar los ciclos recesivos de la economía de mercado, proteger las poblaciones más vulnerables y reducir las iniquidades más flagrantes» (p. 34).

				

				
					3	«Con los 162 presos por cada 100 000 habitantes que había en España a 1 de enero de 2010, España se ha convertido en el país europeo occidental con la mayor tasa de encarcelamiento (excluyendo Suiza y Luxemburgo), cuando tradicionalmente había sido de los que la tenían más baja, algo acorde con su reducida tasa de delitos y de delitos violentos» (Sánchez, 2014, p. 19). Pero no se trata de que en España haya aumentado el número de ingresos en prisión (que de hecho ha descendido en los últimos años), sino que ha incrementado el tiempo medio de estancia en prisión, a partir de reformas penales que apuntan hacia el endurecimiento de las penas (Sánchez, 2014).

				

				
					4	Principalmente relacionado, según Sánchez (2014) con una mayor estancia efectiva dentro de prisión, más que propiamente por un mayor índice de delincuencia. Para el autor, es en la criminalización de los extranjeros donde se puede observar «de manera más clara, la vinculación entre precariedad y penalización, la influencia de organizaciones supranacionales de corte claramente neoliberal (la Unión Europea) y la existencia de un discurso sobre la seguridad parecido al descrito por Wacquant (a pesar de que en España no se deba a los think tanks)» (p. 282).

				

				
					5	Trátase de manifestaciones principalmente contra la reforma laboral y los recortes en servicios sociales (sanidad, educación, dependencia, etc.) sobre las que se han centrado la acción estatal y que, según Sánchez (2014), son políticas propias del neoliberalismo. Por un lado, «se introducen una serie de leyes que endurecen la desobediencia a la policía, las normas que regulan la difusión de convocatorias a manifestaciones, se ilegalizan formas de protestas recientes y se crea una vía de generación de antecedentes penales que puede afectar a las personas que se manifiesten» (Sánchez, 2014, p. 349); por el otro, según Sánchez (2014), se puede entender la reforma penal pretendida en este ámbito como un auxilio de cara a la introducción de las reformas laborales y de recortes sociales.

					Se ve aquí otra evidencia locuaz de lo sostenido por Wacquant (2010), es decir, el sistema penal siendo accionado para la imposición del trabajo precario y del desbaratamiento de la protección social, limitando material y simbólicamente las resistencias a través de la neutralización de la población que amenaza el orden (Sánchez, 2014).

				

				
					6	Con el término «racionalización», Domínguez Bilbao (1996) se refiere a todo lo estabilizado en torno al concepto de razón, en tanto que criterio emancipador universal.

				

				
					7	Lo aclarado en este párrafo explica la utilización, en el debate de la posmodernidad realizado en este trabajo, de ideas de autores que pensaron sin embargo la modernidad.

				

				
					8	La autora utiliza los conceptos de felicidad y satisfacción con la vida como sinónimos. La literatura sobre el tema, sin embargo, relaciona la felicidad a la dimensión afectiva del bienestar subjetivo mientras que la satisfacción vital sería el componente cognitivo del mismo (Moyano y Alvarado, 2007).
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